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ASUNTO: Se hace de su coltocimiento la sentencia emitida

por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial

de la Federación, dentro del expediente SUP-JE-150612023 y

acumulados.

DIPUTADA ELA SAI,IDO IVIAGOS

PRESIDENTA DE LA MESA DTRECTIVA DEL CONGRESO

DE LA CIUDAD DE MÉXICO II LEGISLATURA

Por conducto del presente, me dirijo respetuosamente a usted, a fin de hacer de su conocimiento la sentencia

emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, rernitida a este

Congreso de la Ciudad de México, en fecha 08 de diciembre de 2023, dentro del expediente SUP-JE-

150612023 y acumulados, mediante el cual, sustancialmente se resolvió:

"t..t
7.4 Conclusión
En consecuencia, al resultar infundados e inoperantes los agravios, lo procectenle es confirmar la

senlencia impugnada, en lo quie fue materia de impugnación.

8. RESOLUTIVOS

PRIMERO. Iista Sala Superior es compeîenle para resolver los medios de impugnación.

SEGUNDO. Se acumulan los expedientes en los términos precisados en la eiecutoria-

TERCERO. Se desecha de plano la demanda del expediente SUP-JE-l 509/2023.

CUARTO. Se contirmo la sentencia impugnada.

NOTIFíQAESE como en Derecho corresponda.

t ...t "

Se remite copia simple de la sentencia emitida por el Tribunal Electoral de la Ciudad.

Sin más por el momento, aprovecho la ocasión para enviarle un cordial

TÊRcÊA AÑo
PRÊSIDFNCIA

DE ¿A M€SÂ

Fray Pedro de Gante No.15, tercer piso,
Centro Histórico, Alcaldía Cuauhtémoc.
Tel. 55 12 92 19 Ext. 3317
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slNTEsls SUP.JE-l 506/2023 y acumulados

PRoBLEMA JURfDlcO. ¿El .Tribunal. Electoral de la Ciudad de México es
competente para adoptar una delermlnación en torno a la,solicitud de licencia

def¡riltiva que presentó el alcalde de Benito Juárez al Congreso.da esa'gntldad
federaliva?

2. El Congreso local no pudo llevar a cabo la sesión programada para el 30 de

noviembre, por falta de quórum, por lo que no fue posible atender la solicitud de

licencia en dicha sesión. El actor acudió al Tr¡bunal local, al cÕnsiderar que se estaba

afectando su derecho a ser votado en la elección por la jefatura de gobierno.

3. El 1 de diciembre, el Tribunal local determinó existente'la omis¡ón de dar trámite a

la solic¡tud de licencia, por lo que, para no causar una afectación al promovenle, en
plenitud de jurisdicción, concediÓ la licencia solic¡tada.

El Tribunal local invade la compelencia del Congreso local al otorgar la licencla,

además de que tampoco existió omisión en la tram¡tación de la peticiÓn, por lo que no
existió afectación en los derechos del promovente ante esa instancia.
Además, el caso no era de competencia electoral, sino de organización parlamentar¡a'

fìoprcsonl¿c¡ón impresa do un documenlo fimado oloctrónicamcnlo.
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1, El 29 de noviembre, el enlonces alcalde de Benito Juårez solicitó al Congreso de
la Ciudad de México la l¡cencia defìnitiva para separarse del cargo, con efectos a

parlir del 2 de diciembre, a efecto de contender por la jefatura de gob¡erno'

4. El Congreso local y la coordinadora de un grupo parlamêntar¡o ¡mpugnaron esa
determinac¡ón ante la Sala Regional Ciudad de México, quien formuló consulta

competencial a esta Sala Superior.

- l-a Sala Supêrior
es competente
para rosolver el

caso,
- Se acumulan los

juicios.
-Se desecha'una
demanda por falta
do fìrma autógrafa,

- Se confìrma la
sentencia

impugnada

Razonamientos:

Los juicios electorales son compotencia de esta Sala Superior al vincularse con la

elección por la jefatura de gob¡erno de la Ciudad de México

Con excepción de la demanda que carece de firma autógrafa, los medios de

impugnación son procedentes, aunque hayan sido interpuêstos por la autoridad

responsable ante la ¡nstancia prev¡a, porque cuestionan la competencia del Tribunal

local para conocer del caso, asi como para resolver en plenilud de jurisdicción.

El Tribunal local sf es competente, ya qus el caso se relaciona con la posible

afectación de los derechos politico-electorales de quien promovió ante esa lnstancia

local, para podeÍ ser votado en la elección por la jefatura de gobiemo.

El Tribunal electoral local sf t¡ene atribuciones pâra adoptar la determinación judicial
que considere necesâr¡a y sufic¡ente para salvaguardar los derechos politicos'
atendièndo a las circunslancias y normativa aplicable en el caso'

En cuanto a la legâlidad de esta determinación, es una cuestión que no puede ser
planteada por la autoridad que fungió como responsable, por falta de legit¡maclôn, por

lo que los conceptos de agravio relativos a ello son inatendibles.
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JUIC¡OS ELECTORALES

EXPEDIENTES: SUP-JE-150612023 Y
ACUMULADOS

PARTE ACTORA: MARTHA SOLEDAD
ÁVIIR VENTURA Y coNGRESo DE LA
CIUDAD DE MÉXICO
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TRIBUNAL ELECTORAL DE LA CIUDAD
DE MÉXICO

MAGISTRADO PONENTE: REYES
RODRIGUEZ MONDRAGÓN

SEGRETARIADO: UBALDO IRVIN LEÓN
FUENTES Y GERMAN PAVÓN
sÁt'rcÈ12

Ciudad de México, a veintisiete de diciembre de dos mil veintitrés

Sentencia de la Sala Superior que determina r/ asumir competencia para

resolver el caso; ry' acumular los expedientes; iry' desechar la demanda que

carece de firma autógrafa, y ív) confirmar la sentencia dictada por el

Tribunal Electoral de la Ciudad de México en el expediente TECDMX-JLDC-

15612023.

Ësta decisión se sustenta en, según el caso, que: l) el caso se vincula con

la elección por la jefatura de gobierno de la Ciudad de México; ¡4 las

demarrdas controvierten la misma sentencia; iii)lafirma es la manifestación

de la voluntad para ejercer una acción, y iv) la responsable sí es competente

para emitir la sentencia impugnada, y para adoptar la determinación que

considere necesaria para salvaguardar los derechos polítíco-electorales del

promovente.

inorce

G1OSAR|O.......,..................... ¡...
1. ASPECTOS GENERALES......,..,
2. ANTECEDENTES.....................
3. DETERMINACIÓN
4. ACUMULACIÓN...
5. IMPROCEDENCIA
6. PROCEDENCIA...

SOBRE LA COMPETENCIA.....

7. ESTUDIO DE FONDO...
8. RESOLUT|VOS...........,

2
2
3
4

Rspros€olac¡ón ¡mpro3¿ de un documonto flmado alectrônic8monto,

Pâgina 2 ds 24



suP-JE-ís0612023
Y ACUMULADOS

1. ASPECTOS GENERALES

(1) Santiago Taboada Cortina solicitó al Congreso local la licencia definitiva

para separarse del cargo como alcalde de Benito Juârez, con efectos a

partir del dos de diciembre.

(2) El Congreso local no pudo sesionar el treinta de noviembre, por falta de

quórum, por lo que santiago Taboada promovió un juicio ciudadano ante el

Tribunal local, alegando la omisión para atendersu petición oportunamente,

lo que generaba un perjuicio en su derecho político:electoral de ser votado

en la elección de la jefatura de gobierno.

(3) El Tribunal local resolvió en el sentido de declarar fundada la omisión y, en

plenitud de jurisdicciÓn, concedió la licencia solicitada.

(4) La coordinadora del grupo parlamentario de Morena en el Congreso local y

dicho congreso, a través de su apoderado, cuestionaron la competencia y

legalidad de la decisiÓn adoptada por el Tribunal local, ante la Sala Regional

ciudad de México, quien formulÓ consulta competencial. Estos aspectos

serán analizados por esta Sala Superior.

Gongreso local:

Gonstitución General:

Ley de Medlos:

Ley Orgánica:

Sala Regional Ciudad de
México

Trlbunal local

GLOSARIO

Congreso de la Ciudad de México

Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos

Ley Genoral del Sistema de Medios de

lmpugnación en Materia Electoral

Ley Orgánica del Poder Judicial de la FederaciÓn

Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder

Judicial de la Federación, correspondiente a la
Cuarta Circunscripción Plurinominal, con sede en
la Ciudad de México

Tribunal Electoral de la Ciudad de México

2

R€presenlaclón imprgsa do un documonto fimado olecuónlc¡menle.
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W suP-JE-150612023
Y ACUMULADOSTRIBUNAL ELECTORAL

del Podor Judlolsl do l! F€dôtsolón

certeza sobre la identidad de las partes y la autenticidad de las actuaciones

procesales; tal es el caso de la firma electrónica del Poder Judicial de la

Federación conocida como FIREL'

(26) En el caso, la parte actora pretende controvertir la sentencia TECDMX-

JLDC-156/2023, mediante el escrito presentado por correo electrónico

remitido a la responsable, impreso e integrado a las constancias de este

expediente, sin que se cuente con la firma autógrafa, como se advierte del

informe circunstanciado.

(27) Por tanto, el expediente del presente medio de impugnación se integró con

una impresión del escrito digitalizado, así como con la documentaciÓn que

incluyó el Tribunal local.

(281 Ante la ausencia del elemento que exige la legislación para corroborar la

identidad y voluntad del promovente del med¡o de impugnación en la

materia, que es la firma de puño y letra en la demanda, no existen elementos

que permitan verificar que el archivo presentado por correo electrónico

efectivamente corresponde a un medio de impugnación interpuesto por la

parte actora.

(2s) Además, debe destacarse que la presentación de la demanda vía correo

electrónico no puede tenerse como una presentación legalmente

satisfactoria, tomando en consideración que la parte actora contaba con una

vÍa digital plenamente operativa para asegurar la aLltenticidad de la

comunicac¡Ón y de la documentaciÓn, tal como lo es el juicio en lfnea.

(30) De esta manera, atendiendo a que la demanda en el presente medio de

impugnación consiste en una impresión, al haberse presentado a través de

un correo electrónico personal, es que se actualiza la causal de

improcedencia en estudio.

(31) En consecuencia, al no colmarse el requisito de procedibilidad del medio de

impugnación que dio origen al juicio de la ciudadanla, relativo a hacer



suP-JE-t 506t2023
Y ACUMULADOS

6. PROCEDENCIA

(a2) Los juicios electorales suP-JE-1506120?,3 y sup-JE.l5ortzozg cumplen

con los requisitos do procedencia previstos en la Ley de Medios,l tal como

se explica enseguida.

(33) 6,1. Forma. Los medios de impugnación se presentaron por escrito; en

estos consta el nombre y la firma autógrafa de quienes promueven; el

domicilio para oír y recibir notificaciones; la identificación de la resolución

impugnada; la autoridad responsable; los hechos en los que se sustenta la

impugnación, y los agravios que, en su concepto, les causa la resolución

controvertida.

(34) 6.2. Oportunidad. Los medios de impugnación se presentaron dentro del

plazo legal de cuatro días previsto en la Ley de Medios2, ya que la resolución

impugnada se emitió el uno de diciembre, por lo que, si las demandas de

los juicios electorales SUP-JE-150612029 y SUP-JE-1OZl212g se

presentaron el dos y tres de diciembre, respectivamente, están dentro del

plazo legal.

(35) 6.3. Legitimación, personería e interés Jurídico. En relación con este

presupuesto procesal, el Tribunal local plantea, en sendos informes

circunstanciados, que debe determinarse la improcedencia de los juicios

electorales, porque los promueven quienes tienen el carácter de autoridad

responsable ante esa instancia, por lo que carecen de legitimación,

(36) Al respecto, esta Sala Superior considera que no se actualiza la causal de

improcedencia alegada por la responsable, ya que la diputada local

promovente y el Congreso de la Ciudad de México cuestionan la

competencia de ese tribunal para conocer del caso y plantean la invasión

a sus atribuciones con la determinación adoptada.

(37) Como lo refiere la responsable, es cierto que esta Sala Superior ha

sostenido que, de conformidad con el sistema de medios de impugnación

r Conforme a lo previsto en los artículos 7 , pârrato 2, 8, pârrafo 1 , 9, párrafo 1, de la Ley
de Med¡os.
2 Artfculo B de la Ley de Medios.

R€prosentac¡én impresa de un documento firmado eleclrónlem€nts.
Páglna g de 24
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W suP-JE-150612023
Y ACUMULADOSTslIBUNAL ELECTORAL

federal, cuando una autoridad (federal, estatal, municipal o partidista)

participó en una relaciÓn jurldico procesal como sujeto pasivo -es decir,

como demandado o autoridad responsable- carece, por regla general, de

legitimación para promover juicio o recurso alguno, porque éstos

únicamente tienen como supuesto normativo de legitimación a las

autoridades cuando hayan concurrido con el carácter de demandantes o

tercero interesados, a la relación jurídico procesal primigenia, en términos

de la jurisprudencia 4t2013 con rubro LEGITIMACIÓ¡r¡ RCflVR. LAS

AUTORIDADES QUE ACTUARON COMO RESPONSABLES ANTE LA

INSTANCIA JURISDICCIONAL ELECTORAL LOCAL, CARECEN DE ELLA

PARA PROMOVER JUICIO DE REVISIéN CONSTITTJCIONAL.

(38) sin embargo, excepcionalmente, esta sala superior ha considerado

procedentes los medios de impugnación promovidos por autoridades

responsables, en aquellos casos concretos en los cuales se ven afectados

sus derechos en el ámbito individual o personal,3 o cuando se alega la

incompetencia de las autoridades emisoras de la resolución o sentencia que

se controvierte4.

(39) Respecto a este último supuesto, debe precisarse que en los precedentes

judiciales donde se reconoció dicha excepción, el motivo obedeció a que

uno de los planteamientos de inConformidad se hacla depender del hecho

de que la autoridad resolutora no era competente o que la determinaciÓn

impugnada iba en detrimento de las atribuciones de la pade promovente.

(40) En el caso, se actualiza esta excepción para que, qu¡enes actuaron como

responsables en la instancia previa, puedan válidamente controvertir la

sentencia dictada en dicho proceso, ya que, dentro de sus conceptos de

3 Jurisprudencia 3012016, de- rubro: LEGITIMAC¡ÓN. LAS AUTORIDADES

RESPOÑSABLES, POR EXCEPCIÓN, CUENTAN CON ELLA PARA IMPUGNAR LAS

RESOLUCIONES QUE AFECTEN SU AMBITO INDIVIDUAL. Gaceta de Jurisprudencia y

Tesis en matoria electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación' Año 9'

Número 19, 2016, Páginas 21 Y 22.
4 De conformidad óoñbs precedentes de esta Sala Superior, al resolver los juicios SUP-

JDC-26s2t20'l 4 y SUP-AG-1 1 5 t2O1 4 acumulados; SUP-JDC-28051201 4' y SUP-JE-

122712023,

I

Roprosentac¡ón lmpresa dê un documento f¡marlo eleclrônicamentô.
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suP-JE-í50612023
Y ACUMULADOS

agravio, cuestionan la competencia del Tribunal local para resolver el CAso,

y argumentan la invasión de sus atribuciones con la decisiÓn adoptada.

(41) Asimismo, la promovente del juicio electoral suP-JE-150612023 acude en

su cal¡dad de diputada local y coordinadora del grupo parlamentario de

Morena, es decir, como integrante del congreso de la ciudad de México,

autoridad responsable en la instancia previa'

(42)Porsuparte,elCongresodelaCiudaddeMéxicoacudeatravésdesu

apoderado legal, quien actuÓ ante la responsable'

(43)6.4.Definitividad.Sesatisfaceelrequisito,yaquenoexisteotromedio

ordinariodeimpugnaciónquedebaagotarsepreviamenteparacontrovertir

la resoluciÓn del Tribunal local.

7. ESTUDIO DE FONDO

7.1. Consideraciones de la responsable

(44) En cuanto a su competencia, precisó que, si bien la presidencia de la Mesa

Directiva y el Congreso de la Ciudad de México no son autoridades

electoralesformalmente,lociertoesqueelactoimpugnadopodlaafectar

losderechospolítico-electoralesdelentoncespromovente,porquese

relacionaba con su deseo de separarse definitivamente del cargo para el

que fue electo, a efecto de contender por uno diverso, por lo cual' se

actualizaba la competencia de ese tribunal local'

(45) En cuanto al fondo, la responsable considerÓ que, conforme al desahogo

del requerimiento que le formuló al congreso local, éste indicÓ que la

solicitud de licencia serfa listada en el orden del dfa de la sesión del cinco

de diciembre. En ese sentido, determinÓ que el congreso local no atendió

oportunamente la petición del promovente y, de atenderla en la fecha

señalada (cinco de diciembre), es indiscutible que harla irreparable su

derecho político-electoral, dejándolo en estado de indefensión, ya que su

intención es dejar el cargo como alcalde ciento ochenta días antes de la

elección a la jefatura de Gobierno, para poder contender por este cargo'

10

Repfesenlaclôn lmprês ds un documonto ftmado €lsct'ónl@mente'
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suP.JE-1506t2023
Y ACUMULADOS

(46) Por tanto, consideró existente la omisión del congreso local de dar trámite
a la solicitud de licencia, lo que involucra una vulneración al derecho
polltico-electoral de ser votado, por lo que consideró pertinente analízar la

valídez de la solicitud.

(47) Al respecto, a partir de diversos precedentes de esta sala superiors

consideró que basta con que la persona interesada solicite una licencia para

que ésta opere, sin que pueda condicionársele su separación a la

realización de un acto posterior, como lo es que la autoridad respectiva

apruebe tal determinación, por lo que no es necesario el r:onsentimiento

expreso o el acuerdo de aceptación por parte de la autoridact ante quien se
tramita.

(4s) con base en ello, consideró procedente aprobar la licenci¡a definitiva del

promovente en los términos en que fue solicitada y para los fines electorales

pretendidos por el actor, para lo cual consideró que el artículo 66 de la Ley

orgánica de las Alcaldías de la ciudad de México no dispone un catálogo

cerrado de causas por las cuales se puede solicitar la licencia.

(4s) Lo anterior, por la urgencia para no vulnerar el derecho involucrado, ante la

etapa en que se encontraba el proceso electoral local, ya que se solicitó con

efectos a partir del dos de diciembre, para poder cumplir con el requisíto de

elegibilidad del artfculo 32, apartado B, inciso i) de ta constitución tocat,

relativo a la separación antes de la jornada electiva, considerando que esta

se llevará a cabo el dos de junio de dos mil veinticuatro.

(so) A partir de ello, estableció que el congreso local debía actuar en

consecuencia, conforme a sus atribuciones.6

7.2. Agravios

(s1) La parte actora, en ambos juicios, formulan los siguientes agravios:

I !a responsable citó los precedentes sup-JRc-160/2001 y sup-JRc-161t2001, sup-RAp-
'11312009, asf como SUP-RAP-1 16/2009 y SUp-Mp-1 1B12OO9.
6 Considerando_ que al Congreso local le corresponde designar a la alcaldesa o al alcalde sust¡tuto,
en térm¡nos de lo dispuesto en el ârtículo 67 de la Ley Orgánica de Alcaldlas de la Ciudad de México.

11

Reprosontaoión ¡mprosa de un documcnto lìrmado eleclrón¡camcîte.
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Que no es materia electoral, ya que se trataba de un conflicto de

orden parlamentario y administrativo;

Al otorgar la licencia en plenitud de jurisdicción, el Tribunal local

invadió atribuciones de competencia exclusiva del Congreso local, y

No se actualizó la omisión alegada y, por ende, tampoco la afectación

a un derecho político-electoral del promovente ante esa instancia.

(s2) Adicionalmente, la actora en eljuicio SUP-JE'{50612023 también hizo valer

como agravio, la indebida integración del Tribunal local.

7.3. Juicio

(53) son infundados los agravios relativos a la falta de competencia y

atribuciones del Tribunal local para emitir la sentência impugnada, ya que

el caso sí corresponde a la materia electoral al vincularse con la posible

afectación del derecho a ser votado de un ciudadano en la elecciÓn por la

jefatura de gobierno de la ciudad de México, y el Tribunal local sí tiene

atribuciones dictar las medidas que considere necesarias para salvaguardar

los derechos pol ítico-electorales en confl icto.

(s4) Son inoperantes los agravios relativos a sustentar gue no existió la omisión

de atender la solicitud de licencia, asf como la indebida integración del

Tribunal local, ya que se trata de aspectos de legalidad de la decisión que

no pueden ser controvertidos por quien actuÓ como autoridad responsable'

(s5) Por tanto, lo procedente es confirmar la sentencia impugnada, en lo que

fue materia de impugnación, como se muestra enseguida.

7.3.1. El Tribunal local sí tiene competencia legal para conocer del

caso, al corresponder con la materia electoral

(56) En su demanda, el congreso local señala que el caso era de orden

parlamentario y administrativo, porque se ceñla a la revisión de las fechas

de sesiones ordinarias y el quÓrum legal para sesionar, lo que corresponde

con la normativa parlamentaria.

12

Ropfesentâción lmpresa d€ un documento firmado slectrónlcamsnlo.
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(s7) En su concepto, el fondo del asunto impacta en la intromisión del Tribunal

en atribuciones del Congreso, lo que evidencia que no es electoral.

(ss) Por su parte, la coordinadora del grupo parlamentario de Morena argumenta

que la responsable no analizó si se afectaba un derecho político electoral

que justificara su competencía en un acto parlamentario, sino que se limita

a señalar que podía existir una afectación al derecho a ser votado por el

requisito de separarse ciento ochenta dfas antes de la elección, e incluso

se contradice al afirmar que solo basta la presentación de la solicitud de

licencía para que se tenga por satisfecho el requisito.

(ss) Rsi, en su òoncàpto, elcàso es meramente político y de oçanización interna

de los órganos legislativos en la aprobación de las licencias, porgue

únicamente en el supuesto de ser negada la licencia se facultarÍa a la
responsable a conocer del caso, lo cual no ocurrió.

(60) Son infundados los agravios, ya que, como lo sostuvo la responsable en la

sentencia impugnada, aun cuando se trate de una omisión atribuida al

Congreso de la Ciudad de México, esta tiene un impacto en el ejercicio del

derecho político-electoral de ser votado del entonces peticionario, quien

presentó la licencia definitiva para separarse del cargo a efecto de estar en

posibilidad de contender por la jefatura de gobierno.

(61) En efecto, conforme a lo dispuesto en los artfculos 41, párrafo tercero, base

Vl, y 99, párrafo cuarto, fracción lll, de la Constitución general, para

garanlizar los principios de constitucionalidad y legalidad de los actos y

resoluc¡ones electorales, se establecerá un sistema de medios de

impugnación.

(62) En el caso de las entidades federativas, el artículo 116, párrafo segundo,

fracción lV, inciso l) de la propia Constitución general, prevé que las

constituciones y leyes de los Estados en materia electoral establecerán un

sistema de medios de impugnación local, a fin de garantizar los principios

de definitividad y legalidad.
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(63) Al respecto, de conformidad con lo dispuesto en los artfculos 28,37 y 122

de la Ley Procesal Electoralde la Ciudad de México, se advierte que en esa

entidad federativa existe un sistema de medios de impugnación que tiene

por objeto garantizar que los actos y resoluciones electorales locales se

sujeten a los principios de constitucionalidad, convencionalidad, legalidad y

certeza, tanto de la Jefatura de Gobierno, del Congreso de la Ciudad, de las

Alcaldfas, del lnstituto Electoral de las autoridades tradicionales o de

cualquier otra autoridad local, para salvaguardar los resultados vinculantes

de los procesos electorales, electivos y democráticos; asf como la

salvaguarda, validez y eficacia de los derechos polÍtico-electorales de la

ciudadanía, entre otras cuestiones.

(64) Por su parte, en el artÍculo 37 del propio ordenamiento legal se precisa que

el sistema de medios de impugnación se integra por el juicio electoral y el

juicio para la protección de los derechos político-electorales de la

ciudadanía.

(6s) Asimismo, el artículo 122 del citado ordenamiento dispone que el juicio para

la protección de los derechos político-electorales de la ciudadanía en esa

entidad tiene por objeto la protección de los derechos político-electorales,

cuando las y los ciudadanos por sí mismos y en forma individual, haga valer

presuntas violaciones, a los derechos de votar y ser votado, entre otros.

(66) De lo anterior cabe concluir que en la Ciudad de México se tiene el deber

de garantizar la protección de los derechos político-electorales do la

ciudadanfa, mediante algrin medio de impugnación sujeto a la competencia

delTribunal local, como se indica en elartículo 122de la propia Ley procesal

invocada,

(67) A partir de ello, como lo ha sostenido esta Sala Superior en diversos

asuntos, de entre otros en el expediente SUP-AG-40812023, citado en la

sentencia impugnada, el Tribunal local sí resulta competente para conocer

sobre los actos del Congreso local respecto a las solicitudes de licencia, en

tanto puedan vulnerar el derecho a ser votado del ciudadano o ciudadana

promovente.

14
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(6s) Así, toda vez que el actor ante la instancia local adujo la violación a su

derecho polftico-electoral de ser votado en la elección por la jefatura de

gobierno, el Triþunal local es competente para resolver, de oonformidad con

lo dispuesto en los artículos 28, 37 y 122 de la Ley Procesal Elecioral de la

Ciudad de México.

(69) En consecuencia, contrario a lo considerado por el Congreso local, el asunto

no corresponde con el análisis del quórum para sesionar y algún otro

aspecto de organización interna de orden parlamentario, sino que lo

planteado ante el Tribunal local correspondfa con la posible afectación del

derecho a ser voiado del promovente, en atención a un requisito para poder

contender, consistente en separarse del cargo como alcalde con ciento

ochenta días de anticipación a la elección por la jefatura de gobierno.

(70) En ese sentido, al tratarse de la protección de un derecho político electoral,

el asunto sí corresponde con la materia electoral y, por ende, el Tribunal

local es legalmente competente para resolver lo planteado por el

promovente ante la instancia local.

7.3.2. El Tribunal local sí tiene atribuciones para dictar las medidas

necesarias para salvaguardar los dorechos político-electorales en

conflicto

lr1) La parte actora considera que el Tribunal local carece de atribuciones para

otorgar una licencia, por lo que, al haber adoptado la determinación

impugnada, afecta la división de poderes, ya que se arroga atribuciones

para suplantar al legislativo.

(72') En ese sentido, consideran que la responsable no citó el ordenamiento legal

que lo faculte a conceder la licencia, y los precedentes emitidos por esta

Sala Superior que se invocan en la sentencia impugnada, no prevén la

posibilidad de suplantarse en las funciones del legislativo.

(7a) Estos agravios son infundados, ya que, como se determinó en el punto

anterior, el Tribunal local es legalmente competente para conocer del caso,

en tanto que es el órgano del Estado facultado, en primera instancia, para
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tutelarjurisdiccionalmente los derechos polftico-electorales de la ciudadanla

en la Ciudad de México.

(74) Esto es, en términos de lo previsto en los artículos 17 de la Constitución

general; B y 25, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así

como 2 y 14 del Pacto lnternacional de Derechos Civiles y polfticos, toda

persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales
competentes que estarán expeditos para impartirla emitiendo sus

resoluciones de manera pronta, completa e imparcial.

(7s) Al respecto, la tutela judicial efectiva o derecho a un recurso efectivo tiene

como postulados que: a/ el derecho a la administración de justicia o

garantfa de tutela jurisdiccional corresponde a toda persona para que,

dentro de los plazos previstos en la legislación aplicable, pueda acceder a

tribunales independientes e imparciales a plantear su pretensión o
defenderse de la demanda en su contra; b) debe garantizarse a la persona

el acceso ante la autoridad jurisdiccional con atribuciones legales para

resolver una cuestión concreta prevista en el sistema legal, sin más

condición que las formalidades necesarias, razonables y proporcionales al

caso para lograr su trámite y resolución, y c) la implementación de los

mecanismos necesarios y eficaces para desarrollar la posibilidad del

recurso judicial que permita hacer efectiva la prerrogativa de defensa.T

(76) En ese sentido, contrario a lo que pretende la parte actora, no se requiere

ni es viable, que la ley contemple un catálogo de actos que el órgano

jurisdiccional puede realizar en la tutelar los derechos humanos en conflicto,

a efecto de que la persona justiciable cuente con un recurso que sea

efectivo.

(17) Asf, derivado de la competencia para resolver el caso, la responsable está

obligada a adoptar la determinación que considere necesaria para tutelar el

derecho humano en conflicto, de forma que la sentencia no sea un mero

postulado declarativo, sino que corresponda con el acto de autoridad por

medio del cual el Estado protege y garantiza el derecho humano de acceso

7 Véase, entre otras, la sentencia del expediento SUP-JDC-536/2023 y acumulados.
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a la justicia y, en caso de actualizarse la violación reclamada a un derecho

humano, reparar la misma.

(7s) En efecto, la Corte lnteramericana de Derechos Humanos ha reiterado que

en la tutela de esta garantfa (pilar del Estado de Derecho en una sociedad

democrática), no basta con la ex¡stencia formal de los medios de

impugnación, sino que es necesario que éstos tengan efectividad en la

reparación del derecho, lo contrario supondría la negación misma del

derecho involucrado.B

(7e) En el mismo sentido, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la

Nación, en la tesis 1a. CCCXLlll2}1ï (Aa.), de rubro ACCESO A LA

JUST¡CIA. EL DEBER DE REPARAR A LAS VíCTIMAS T}E

VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS ES UNA DH LAS FASËS

TMPRESCINDIBLES DE DICHO DERECHO,e estableció que "la obligación

de reparar a las víctimas cuanclo se ha concluido que existe una violación a

los derechos humanos de aquéllas es una de las fases imprescindibles

en el acceso a la justicia. Así pues, cuando existe una violaciÓn cle

ð Véanse, de entre otras, la sentencia al caso C€s¡alieda Gutman vs, Estados Ut|idos Mexicanos, en

cuyo páriafo 100, establece que "el sentido de la protecc¡ón otorgâda por el artfculo 25 da la
Convencìón es la posibilidad real de acceder a un recurso judicial para que la auloridad competente

y cepâz de em¡ti. una decisión vinculante determ¡ne si ha habido o no una violación a algún dêrecho

iue'la persona que reclama est¡ma tener y que, en caso de ser encontrada una violación, el

rbcurså sea útll para restitulr al ¡nteresado en el goce de su derecho y reparilrlo", y en el diverso

1o3, d¡st¡ngue dös caracterlsticas relacionadas con la protección judic¡al: a).la posib¡lidad de la

preiunta ùctima de acceder a un recurso (accosib¡l¡dad del recurso), y'b) que el tribunal
äompetente tenga facültades necesadas para restitu¡r a la víctima en el goce de sus derechos,

en cåso de que ãe conslderen violados (efectivldad del recurso). Finalmente en el pánafo ll8, se

establecequåparaqueel recursodeconsidereefectivo,debe: 1)sercapazdeconducira.un.análisis
por p"rte ¿et tri¡unai competente a efecto de que sê establezce si ha habido o no una violación, y 2)

en su caso, proporcione una reparación.
e De texto: 

i'La óbligâción de reparar a las victimas cuando se ha concluido que existe una violación

a los derechos hurianos de aquóllas es une de las fases imprescindibles ên el acceso a la justicia.

Asf pu6s, cuando existe una violación de derechos humanos, êl s¡stema de iust¡c¡a debe.ser capaz

de ieparâr el daño realizado por parte de las autor¡dades, e incluso -dependiendo del tipo de

violación- ¿e impulsar un cambio cultural. La reparación ideal luego de una violación de derechos

humanos es la ántera reslitución a la vfctima (restihrtio in ¡ntegrum), la cual consiste en restablecer

la situación antes de la violación. No obstante, ante la lim¡tada posibilidad de que todas las violaciones

de derechos humanos sean reparadas en su totalidad por la naturaleza m¡sma de algunas de ellas'

la doctrina ha desanollado una ampl¡a gama de reparaciones que intentan compensar a la vícl¡ma

de violaciones de derechos humanos mediante repâraciones pecuniar¡as y no pecuniarias. Las

.ã¿¡¿"s no pocunlarias -también conocidas como reparaciones morales- se clasifican en: a)

restitución y rehabilitación; b) satisfacción, y c) garantlas de no repetición. La restitución busca, como

su nombre lo indica, reslablecer la siluación que existla antes de la violación, mientras que la

rehabilitación propone garantizar la salud de la vlct¡ma. La satisfacc¡ón tiene por objeto reparar a la

vfcl¡ma con mäCióas teñdenteg a la memor¡a, verdad y justicia. Lae garantfas do no repetición tienen

la finalidad de asegurar que no se repita una práctica v¡olator¡â, incluyendo ordenar acciones que

afectan las instituciãnes sociales, legales y polfticas, asi como las polfticas públioas". Consultable en

la Gaceta del Semanario Judicial dè la Federación. Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo l, página

949.
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derechos humanos, el sistema de justicia debe ser capaz de reparar el

daño".

(80) En razón de lo expuesto, contrario a lo señalado por la parte actora, una vez

que el Tribunal local determinó actualizada la violación al derecho político-

electoral alegada, estaba obligado a adoptar la determinación que

considerara necesaria para salvaguardar el derecho alegado, a fin de que

el recurso fuera efectivo, como parte de la tutela del derecho de acceso a la

justicia, sin que sea necesario que cuente con un catálogo de actos que

puede emitir, ya que esto dependerá de las circunstancias del caso.

(8i) Ahora bien, cuestión distinta es el análisis sobre si se actualizó o no la

violación alegada y la idoneidad o necesidad de la medida adoptada, lo cual

no puede ser planteado por quien fungió como autoridad responsable, en

tanto que carece de legitimación para controvertir la decisión, como se

expondrá en el punto siguiente.

(Bz) Máxime que la parte actora no plantea que la licencia debfa ser negada o

que se debió analizar determinada cuestión para su otorgamiento, s¡no que

simplemente considera que era posible concederla con posterioridad a la

fecha a partir de la cual se solicitó; esto es, que se podía otorgar el cinco de

diciembre, aun cuando se solicitó con efectos a partir del dos previo.

(s3) Aspectos que no corresponden con la facultad para otorgar la licencia, sino

con la legalidad de la determinación en cuanto si se podfa generar o no una

afectación en el derecho político-electoral del promovente.

7.3.3. Quien actuó como autoridad responsable no puede cuestionar la

legalidad de la sentencia impugnada, razón por la cual son

inatendibles sus agravios hechos valer al respecto

(s4) La parte actora sostiene que no existió omisión de atender oportunamente

la petición de licencia definitiva, porque no existe normativa que obligue a

dar determinado trámite o aceptación; esto es, a otorgar una licencia de

manera inmediata en el sentido solicitado.

18
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(ss) El Congreso local considera que contaba con tiempo para atender la

solicitud en tanto no contraviniera los derechos dei promovente, por lo que

el tribunal pudo haber mandatado un plazo para que se atendiera la petición,

incluso con algún apercibimiento.

(s6) Lo anterior, porque el treinta de noviembre, el legislativo no pudo sesionar

por falta de quórum; sin embargo, en su concepto, esto no implicaba una

violación a los derechos del promovente.

(87) Al respecto, indica que existe un calendario de sesiones, del que se observa

que la siguiente ses¡ón estaba programada para el martes cinco cle

diciembre, y a parti¡ de esa fecha se hábríá logrado cumplir r:on el requisito

de separarse ciento ochenta días antes del día de la elección a celebrarse

el dos junio de dos mil veinticuatro, por lo que considera que no ha existido

ningún derecho polftico-electoral violado y solicitó que se revocarâ la

sentencia, porgue el congreso todavía tenía oportunidad de atender la

solicitud planteada.

(ss) Asimismo, la parte actora argumenta que nadie puede beneficiarse de su

propio dolo, y fue el edil quien, a sabiendas de los requisitos, decidió llevar

la solicitud hasta muy cercano el término. En consecuencia, considera que

el tribunal no analizó que todavía habfa tiempo para atender la petición y

que la actuación del alcalde fue beneficiarse de una situación que él generÓ'

(Be) Por su parte, la diputada promovente considera que lo correcto era que el

Tribunal local ordenar a la mesa directiva del Congreso a llevar el trámite

de la licencia con carácter de urgente, ya que no existe una afectación al

derecho polftico-electoral del promovente' ya gue materialmente y

jurídicamente se separó del cargo con ciento ochenta y dos días previos a

la elección, lo cual es lo ex¡gido por la legislación local, incluso la sentencia

refiere que basta la manifestación de la voluntad'

(eo) Así, la actora considera que la responsable debió valorar que

't9
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Los ciento ochenta días previos a la elecciÓn transcurren del cinco

de diciembre al primero de junio, por lo que el plazo para separarse

era hasta el cuatro de diciembre, Y

La obligación del ciudadano consistia en separarse del cargo, lo cual

se actualizó, porque éste refirió de manera clara su separación

defìnitiva a partir del dos de diciembre, en su solicitud, lo cual no está

sujeto a la aprobación del Congreso local.

(e1) En ese sentido, la actora considera que atender la petición del ciudadano

con posterioridad a la fecha en la que lo solicitó no le generaba perjuicio'

porque estaba salvaguardado con la sola solicitud y la separación.

Considera que, si la licencia hubiera sido votada el cinco de diciembre con

efectos a partir del dos previo, no le hubiera causado perjuicio'

(92) En ese sentido, señala que es un error considerar que existió una omisión

de atendei oportunamente la petición con lo que se vulneraron sus

derechos, porque la licencia no fue negada y sf se hicieron los trámites para

subir la licencia al orden del dfa, pero el tribunal debió considerar que no

existió quórum para sesionar.

(s3) Finalmente indica que, sise hubiera negado la licencia, sí hubiera procedido

una determinación como la que se realiz1 en la sóntencia impugnada.

(e4) Adicionalmente, la diputada local argumenta que existió una indebida

integración del Tribunal local, porque, para que pueda sesionar

válidamente, se requiere la presencia de por lo menos cuatro de las cinco

magistraturas, de conformidad con el artículo 178 del código de

lnstituciones y Procedimientos Electorales de la ciudad de México.

(es) lndica que, si bien, mediante acuerdo plenario 0312023, las tres

magistraturas integrantes del pleno acordaron incorporar de manera rotativa

mensual, como magistratura en funciones, a las secretarÍas de estudio y

cuenta de cada una de las ponencias, lo cierto es que no existe fundamento

legal para la magistratura en funciones, por lo que lo propio era que el
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tribunal local modiflcara su reglamento ínterior para agregar dicha facultad,

no en un acuerdo.

(s6) Agrega que no se tiene conocimiento sobre si las secretarfas cumplen los

requisitos legales para ejercer como magistraturas, tales como la edad,

antigüedad del título, además de que el pleno debe integrarse por un

número impar.

(97) Como se anticipó, los agravios devienen inoperantes, ya que la parte

actora carece de legitimación para cuestionar la sentencia impugnada, en

cuanto si se actualizó o no la omisión alegada, si se causaba o no una

afectación en el derecho þolítico-electoral del ciudadano promovente, y si

se encontraba debidamente integrado el tribunal, ya que lo que pretende es

que se anule la decisión para reiterar la iegalidad de su actuación, con¡<:

autoridad responsable ante esa instancia.

(es) Al respecto, como se señaló previamente, en términos de la Jurisprudencia

412013, dE rUbrO LEGITIMACIÓN RCTIVR. LAS AUTORIDADES QUE

ACTUARON COMO RESPONSABLES ANTE LA INSTANCIA

JURISDICCIONAL ELECTORAL LOCAL, CARECEN DE ELLA PARA

PROMOVER JUtCtO DE REVtStóN CONSTTTUCTONAL, etCongreso tocat

y la diputada integrante del mismo, carecen de legitimación para controvertir

lo decido en el fondo por el rribunal local, en cuanto a la actualización de la

violación alegada, al haber tenido el carácter de autoridad responsable ante

esa instancia.

(es) Lo anterior, ya que el medio de impugnación se ejerce para la protección cle

los derechos de quien promueve, y no es un medio disponible para que las

autoridades responsables puedan insistir en la legalidad de su actuación.

ltoo¡ Asimismo, no se actualizan los supuestos de excepción previstos en la

Jurisprudencia 3012016, de rubro LEGtTtMACIótrl. LRS AUTORTDADES

RESPONSABLES, POR EXCEPCIÓN, CUENTAN CON ELLA PARA

IMPUGNAR LAS RESOLUCIONES QUE AFECTEN SU ÁN¿EITO

INDIVIDUAL, con relación a estos agravios, ya que la parte actora

únicamente busca anular la decisión para reiterar la legalidad de su propia
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actuación, sin que el análisis de estos agravios permita evidenciar una

posible afectación en la esfera jurldica de quien promueve. Por tanto,

devienen inatendibles estos agravios.

7.4. Gonclusión

lror¡ En consecuencia, al resultar infundados e inoperantes los agravios, lo

procedente es confirmar la sentencia impugnada, en lo que fue materia de

impugnación.

8. RESOLUTIVOS

PRIMERO. Esta Sala Superior es competente para resolver los medios de

impugnación.

SEGUNDO. Se acumulan los expedientes en los términos precisados en la

ejecutoria.

TERCERO. Se desecha de plano la demanda del expediente SUP-JE-

150912023.

CUARTO. Se confirma la sentencia impugnada.

NOTIF|QUESE como en Derecho corresponda.

En su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido y, en su

caso, hágase la devoluciÓn de la documentación pertinente.

Así, por unanimidad de votos lo resolvieron las magistradas y los

magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder

Judicial de la Federación, con el voto concurrente del magistrado Felipe

Alfredo Fuentes Barrera. El secretario general de acuerdos autoriza y da fe

de que la presente sentenc¡a se firma de manera electrónica.

Este documento es una representación gráfica autorizada mediante lirmas electrónicas

certificadas, el cual tiene plena validez jurfdica de conformidad con los numerales segundo
y cuarto del Acuerdo Ge¡ieral de la Saia Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial

de la Federación3t202O, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder

Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con

motivo del trám¡te, turno, sustanciaciÓn y resoluc¡Ón de los medios de impugnaciÓn en

materia electoral.
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MAGISTRADO FELIPE
ALFREDo FUENTES BARRERA, EN RELActótt colt EL Jutcto
ELECTORAL SUP.JE-î 50612023 Y ACUMULADOS

Me permito formular el presente voto concurrente, porque, aunque

comparto el sentido del proyecto, esto es, confirmar la sentencia del

Tribunal Electoral de la ciudad de México (TECDMX-JLDG156/2023), no

coincido con todas las razones aprobadas por la mayorfa, en concreto,
porque, realmente ese órgano emitió una acción declarativa ante un estado

de incertidumbre derivado de una omisión del Congreso local.

Gontexto de la sanción controvertida

Esta controversia tiene su origen en la solicitud gue presentó el 2g de

noviembre Santiago Taboada Cortina ante el Congreso de la Ciudad de

México para que se le otorgara una licencia definitiva para separarse del

cargo como alcalde de Benito Juárez, con efectos a partir del 2 de

diciembre, esto derivado de su intención de participar en la elección a la
Jefatura de Gobierno.

Ante la presunta omisión del Congreso de dar respuesta, Santiago Taboada
presentó un medio de impugnación local, en el que el Tribunal local,
primero, declaró existente la omisión y en plenitud de jurisdicción,

concedió la licencia solicitada.

En esta instancia, la Coordinadora del Grupo Parlamentario de Morena y el

Congreso, cuestionan la competencia del Tribunal local para, por un lado,

conocer la controversia y, por el otro, conceder directamente la licencia.

2. Posición mayoritaria

En el proyecto aprobado por la mayoría se plantearon, en esencia, dos

preguntas, si: t) ¿El Tribunal local tiene competencia para conocer de una

controversia en la que se plantea la omisión de responder la solicitud sobre

una licencia definitiva o se trataba de un asunto parlamentario?;y, ii) ¿El

Tribunal local podfa, en plenitud de jurisdicción, otorgar la licencia?
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A la primera interrogante, el proyecto razonó que la controversia sí es de

carácter electoral y, por ende, el Tribunal sí podía pronunciarse sobre su

supuesta omisiÓn, porque, en el fondo, el actuar omisivo que se le

reprochaba al congreso local podía impactar en el ejercicio del derecho

político-electoral del actor a ser votado y participar como candidato a la

Jefatura de Gobierno. Respuesta que comparto.

A la segunda pregunta, la mayoría consideró que el Tribunal locerl,

igualmente, podía conceder de manera directa y en plenitud de iurisdicción

la licencia, porque el derecho a una tutela judicial efectiva, concretamentl¡,

la garantía de que una sentencia establezca los mecanismos necesarios y

eficaces para lograr la protección de un derecho, en este caso, político-

electoral, permiten que un Tribunal adopte precisamente la opción

necesaria para garantizar su vigencia'

soltre este punto, considero que tas razones para confirmar la

sentencia deberían ser d¡st¡ntas.

3. Razones para las que emito un voto concurrente'

Tesis del voto

No comparto que, en plenitud de jurisdicción, el Tribunal local puede, bajo

cualquier circunstancia otorgar una licencia, al ser una faculiad exclusiva

del Congreso.

Por el contrario, en mi opin¡Ón, la respuesta de ese órgano debe ser vista

como una acción de tipo declarativa cuya finalidad fue remediar un estado

de incertidumbre propiciado por una omisión atribuible al congreso local,

pues incluso este órgano el 5 de diciembre se pronunció sobre la concesión

de la licencia con efectos a partir del 2 de diciembre tal como lo habia

solicitado el actor.

Justificación

La Ley orgánica de Atcatdlas de Ia ciudad de Mêxico es el ordenamiento

que regula la concesión de las licencias en sus artfculos 65, 66 y 67. De

estos numerales, se desPrende que:
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. Ex¡sten dos tipos de licencias: la temporal o la definitiva.

r En el caso de la temporal solo se comunica al Congreso.

. En el caso de una ausencia mayor a quince dfas, el alcalde o

alcaldesa deberá solicitar licencia por escrito ante el Congreso.

. Las ausencias mayores a 60 días naturales son definitivas -como en

nuestro caso.

. cuando la falta absoluta de la alcaldesa o el alcalde ocurriese en el

último año del período respectivo (como en el presente caso), si el

Congreso de la Ciudad se encontrase en sesiones, designará a la

Alcaldesa o et Alcalde substituto que deberá concluir el perlodo, si el

Congreso no estuviere reunido, la ComisiÓn Permanente lo

convocará inmediatamente a sesiones extraordinarias.

Entonces, el congreso Local es la autoridad competente para conocer de

las ausencias y otorgar las licencias, sin que exista procedimiento especlfico

para ello, cuestión que expresamente reconociÓ el Tribunal local en su

sentencia.

Es claro que fue una decisiÓn del constituyente permanente de la ciudad

de México establecer que serfa el congreso la autoridad encargada de

conocer los casos de licencia, por las implicaciones y conseouencias de la

posible ausencia y el nombramiento del interino.

Reconocida esta competencia, ¿el Tribunal responsable podla determinar

directamente la validez de la licencia?

Es doctrina consolidada de esta Sala Superior que la solicitud de la licencia

y la separación material del cargo, surten efectos desde el momento en el

que se presenta ante el Órgano facultado para su concesión, por lo que las

circunstancias del caso me llevan a acompañar el sentido de la decisión

asumida por el órgano jurisdíccional local' Me explico.

El ciudadano solicitante de la licencia presentó su escrito ante el Congreso

local el pasado 29 de noviembre. una vez recibido el documento, el Órgano

legislativo tuvo la posibilidad de convocar al Pleno para la sesiÓn
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correspondiente. No obstante, adujo que no fue posible llevar a cabo la

sesión ordinar¡a en virtud de la falta de quórum. Señaló que atendiendo al

calendario aprobado la licencia sería objeto de pronunciamiento hasta la
próxima sesión que se llevaría a cabo el 5 diciembre siguiente.

Ante este escenario, la interposición del juicio ciudadano ante el Tribunal

Electoral de la Ciudad de México -a la luz de los acontecimientos

narrados-, buscaba remediar el estado de incertidumbre causado por

la falta de respuesta oportuna por parte del Congreso legislativo, ante

el inminente plazo fatal para separarse del cargo y con ello la posibilidad de

poder ejercer de manera debida la prerrogativa constitucional de poder ser

votado.

En este sentido, considero que la actuación del Tribunal local al establecer

el alcance de la solicitud de licencia ante la falta de respuesta por parte del

Congreso buscó disipar la incertidumbre y proteger el derecho def

ciudadano de ejercer de manera plena sus derechos político-electorales de

ser votado, pues la carga de éste había sido cumplicla con la presentación

oportuna de la solicitud ante el Congreso.

En todo caso, la falta de respuesta oportuna de parte del poder legislativo

no era una cuestión que pudiera causarle algún perjuicio.

Así, materialmente el pronunciamiento del Tribunal local fue una especie de

acción declarativa ante una situación de hecho -omisión del Congreso de

dar respuesta- que eventualmente podía impactar en el derecho político-

electoral del actor, como ya me referf.

A diferencia del caso de la gubernatura de Nuevo León en el que se solicitó

una acción declarativa -juicio de la ciudadanfa 457- en relación con la

pretensión de que se otorgara la licencia, en ese caso, no se había

presentado formalmente la misma.

En este asunto, las partes actoras, 
-Congreso 

de la Ciudad de México y

una legisladora integrante del mismo-, aducen una falta de competencia

del Tribunal local para la concesión de la licencia, sin argumentar o exhibir
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alguna prueba que denote que la misma pudo haber sido negada por parte

del poder legislativo.

lncluso, es un hecho notorio que, en la sesión ordinaria del Pleno del

Congreso de la Ciudad de México de 5 de diciembre, visible en su página

oficial de YouTube,l0 se sometió a discusión 'LA SOLICITUD DE LICENCIA

DEFINITIVA DEL MAESTRO SANTIAGO TABOADA CORTINA, COMO

ALCALDE DE BENITO JUÁREZ", y en el minuto 85, por unanimidad, se

aprobó en esa fecha con efectos a partir del 2 de diciembre, tal como lo

solicitó.rr

Así la declaración del derecho a favor del ciudadano por parte del Tribunal

local no impactó en la decisión que alfinal ya tomó el propio Congreso.

4. Gonclusión

En virtud de lo expuesto, al analizar que, conforme a los parámetros

establecidos por esta Sala, la concesión de la licencia debería tener lugar

desde su presentación ante el órgano legislativo, aunado a que la misma

ya fue aprobada en la sesión de 5 de diciembre, siendo gue en el caso

no aducen alguna cuestión para haberse negado no acarrearía un

cambio sustancial en lo ya decidido por parte del Congreso de la Ciudad de

México. Por lo tanto, acompaño el sentido de la sentencia aunque por

consideraciones distintas.

Este documento es una representación gráfica autorizadâ mediante firmas electrónicas

certificadas, el cual tiene plena validez jurfdica de conformidad con los numerales segundo

r0 Sirve de sustonto lo prevlsto en las lesis de rubro: HECHO NOTORIO. LO CONFIGURA LA
I¡¡Tonn¡RcIÓIu DIFUNDIDA EN EL PORTAL DE DATOS ABIERTOS DE LA CIUDAD DE MÉXICO,
COMo pAGtNA etectRÓ¡¡lcR oFtctAL DE coBlERNo. lTribunales Coleslados ds circuito
Undécima Época, Registro digilal:2023779 (10a.) Reg¡stro digilal: 2o23779, Fu€nte: Gac€ta dol
Semanario Judicial de la Federación. Libro 7, Noviembre de 2021, Tomo lV]; y, CONTRATOS
COLECTIVOS DE TRABAJO, CONVENIOS Y REGLAMENTOS DEL INSTITUTO MEXICANO DEL
SEGURO SOCIAL (IMSS). CONSTITUYEN UN HECHO NOTORIO CUANDO SE ENCUENTRAN
puBlrcADos en ns pÄcrr.tRs ELEcTRóN¡cAS DE ESE oRGANtsMo Y DE su stNDtcATo,
POR LO OUE LAS JUNTAS DEBEN ATENDER A SU CONTENIDO, CON INDEPENDENCIA DE SU
ExHISICIÓI.I POR LAS PARTES O DE SU PERFECCIONAMIENTO EN EL JUICIO lTr¡bunales
Colegiados de Circuito Undécima Época, Materias(s): Laboral, Tesis:1.14o.T. J/6 L (11a.) Fuente:
Gacela d6l Semanario Judicial de la Federación. Libro 26, Junio de 2023, Tomo Vll, página 64071; y,

CONDICIONES GENERALES DE TRABAJO. CUANDO SE ENCUENTRAN PUBLICADAS EN
MEDIOS DE CONSULTA ELECTRÓNICA TIENEN EL CARACTER DE HECHOS NOTORIOS Y NO
SON OBJETO DE PRUEBA.[Segunda Sala, Décima Época, Materias(s): Laboral, Tesis: 2a./J.
ßOnO18 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 62, Enero de 2019,
Tomo I, pág¡na 5601
| | Véase https://www.youtube.com/watch?v=1 ZNQOcqIHGM
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y cuarto del Acuerdo General de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial

de la Federaclón 3l2O2O, por êl que se ¡rnplementa la firma electrón¡ca certificada del

Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten

con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en

materia electoral.
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